
 “El artículo 306 del Código Penal establece: 

Usurpación de derechos de propiedad industrial y derechos de obtentores de 
variedades vegetales. (…) El que, fraudulentamente, utilice nombre comercial, enseña, 
marca, patente de invención, modelo de utilidad, diseño industrial, o usurpe derechos 
de obtentor de variedad vegetal, protegidos legal o similarmente confundibles con 
uno protegido legalmente, incurrirá en prisión (…).  

En las mismas penas incurrirá quien financie, suministre, distribuya, ponga en venta, 
comercialice, transporte o adquiera con fines comerciales o de intermediación, bienes o 
materia vegetal, producidos, cultivados o distribuidos en las circunstancias previstas en el 
inciso anterior.  

Al desglosar el contenido de la norma con el propósito de asignar un correcto alcance 
de este tipo penal, se advierte que éste, además de contener los elementos objetivos del 
tipo connaturales a cualquier conducta delictiva (sujeto activo, sujeto pasivo, objeto 
material, etc.) también está compuesto por una serie de elementos normativos que exigen 
la comprensión de conceptos propios de la propiedad industrial, efecto para el cual se 
realizarán algunas precisiones teóricas.   

El bien jurídico protegido es el orden económico social, debido a la importancia que 
según el legislador tiene la propiedad industrial para la economía nacional e 
internacional, especialmente, en orden a proteger los derechos de los consumidores y de 
los titulares de la propiedad industrial, así como regular la leal competencia que 
debe existir en el mercado.   

Respecto al orden económico social, como bien jurídico tutelado, precisó la Sala en 
CSJ SP, 21 jul. 2004, rad. 19702:  

“Trátase [sic] el orden económico social -sin dar por superada la controversia o 
dificultad de encontrar un criterio unánime para delimitar el bien que es objeto de garantía- 
de ser comprendido en sus dos diversas connotaciones, esto es, tanto referido a la libertad 
de competencia económica dentro de los límites que la dirección general de la economía 
que corresponde al Estado y que ejerce mediante su permanente intervención con miras a 
racionalizar la explotación de los recursos naturales, el uso del suelo, en la producción, 
distribución, utilización y consumo de los bienes y en los servicios públicos y privados, 
como también respecto de la actividad económica privada en concreto.   

De manera tal que el orden económico social como bien plural, estaría comprendido 
por la protección del justo equilibrio que debe surgir entre aquellos valores de orden 
económico privado y aquellos que son de carácter público e interesan al Estado”.  

El sujeto activo es indeterminado, es decir, cualquier persona puede realizar la conducta 
punible, sin necesidad de cumplir una cualificación especial.  

El sujeto pasivo es la sociedad. Sin embargo, al ser la propiedad industrial una 
variante de la propiedad intelectual, se puede afirmar que el sujeto pasivo de la conducta 
también puede llegar a ser el respectivo titular de los derechos de propiedad industrial, es 
decir, el titular de la marca, patente, diseño industrial, etc.   

La conducta se encuentra determinada por el verbo rector de utilizar cualquiera de los 
objetos materiales protegidos, a condición de que sea de manera fraudulenta.   

Es un tipo penal en blanco que obliga a remitirse a la normatividad que regula la materia 
tipificada para darle el alcance que le corresponde a la conducta punible. En el caso del 
delito de usurpación de derechos de propiedad industrial, el significado del verbo 



“utilizar” debe ser extraído de la Decisión 486 de 2000 de la Comunidad Andina, del 
Acuerdo sobre los Derechos de Propiedad Intelectual (ADPIC), de los Tratados 
Internacionales y, en general, de toda la legislación que regula la propiedad industrial.  

El objeto material está constituido por determinados derechos protegidos por la 
propiedad industrial que, a voces del artículo 306 del Código Penal son: nombre 
comercial, enseña, marca, patente de invención, modelo de utilidad, diseño industrial 
o derechos de obtentor de variedades vegetales”. (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, Sentencia: SP-4923 del 03 de Noviembre de 2021, Referencia: Rad. 
54802).  


